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1.
Norma acusada

ACTO LEGISLATIVO 2 DE 2011

(junio 12)

Por la cual se deroga el artículo 76 y se modifica el artículo 77 de la Constitución Política de Colombia
2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLE el Acto Legislativo 2 de 2011, “Por el cual se deroga el artículo 76 y se modifica el artículo 77 de la Constitución Política de Colombia”, por el cargo analizado. 

3.
Fundamentos de la decisión

Definido que la acción ciudadana instaurada contra el Acto Legislativo 2 de 2011 cumplía con los requisitos específicos de las demandas de inconstitucionalidad contra Actos Legislativos por vicios de competencia, la Corte precisó que el problema jurídico a resolver en el presente caso, consistía en determinar si cuando un Acto Legislativo que elimina la naturaleza constitucional de organismo autónomo al que se ha encargado de regular la televisión y en su lugar, faculta al Congreso de la República para fijar la política en esta materia y distribuir las competencias entre las diferentes entidades del Estado, se configura un vicio de competencia por sustitución de la Constitución de 1991. 

La Corte determinó que, un diálogo entre la premisa mayor y la premisa menor del juicio de sustitución permite concluir que el Acto Legislativo 2 de 2011, no sustituye ningún pilar esencial de la Constitución Política. 

En primer lugar, porque no es cierto que la existencia de una entidad autónoma encargada de regular el servicio público de televisión puede ser calificada como un elemento estructural o definitorio de la Constitución y menos aún que al eliminarse su naturaleza constitucional la Carta Política de 1991 pierda su esencia para transformarse en un estatuto completamente distinto, por cuanto la creación de un ente con las características anotadas es una de las formas de asegurar los principios democrático y de separación de poderes, en el entramado institucional y la configuración en la estructura básica de la organización política, pero no significa que sea la única alternativa posible (premisa mayor). 

En segundo lugar, porque en todo caso la reforma introducida por el Acto Legislativo 2 de 2011 solo se circunscribió a suprimir la naturaleza constitucional del dicho organismo, manteniendo la obligación del Legislador de adoptar un reparto funcional de competencias al momento de fijar la política pública y señalar las funciones de las entidades a cargo de la formulación de planes, la regulación, la dirección, la gestión y el control de los servicios de televisión, de manera que el principio de autonomía no se ha reemplazado por otro opuesto o integralmente diferente (premisa menor). 

En esa medida, el Congreso de la República, en su condición de constituyente derivado, no excedió sus competencias y por el contrario estaba facultado para reformar la Carta Política eliminando la naturaleza constitucional de la entidad encargada del manejo de la televisión y, en su lugar, atribuir al Legislador la regulación de la política en la materia, mediante una distribución de funciones entre las diferentes entidades del Estado.

Para la Corte, lo anterior, en modo alguno, supone desconocer la importancia y necesidad de que el servicio público de televisión y, en general, todos los medios masivos de comunicación que de una u otra manera tienen la capacidad de incidir en la vida en comunidad para fortalecer o debilitar los procesos democráticos, sean regulados de manera que se garantice el ejercicio transparente e independiente, esto es, al margen de intereses económicos o políticos y en procura del interés general y del bien común. Solamente implica reconocer que el Constituyente confió en el Legislador la regulación de esa materia, para lo cual deberá tener en cuenta los principios democráticos y de separación de poderes, como también la totalidad de los valores, principios, derechos y deberes que en ella subyacen. Observó que en desarrollo del mandato constitucional contenido en el artículo 3º del Acto Legislativo 2 de 2011,  recientemente el Congreso de la República expidió la Ley 1507 de 2012, mediante la cual se distribuyeron las competencias en materia de manejo de televisión entre las distintas entidades estatales y se creó la Autoridad Nacional de Televisión.

Por lo expuesto, la Corte procedió a declarar la exequibilidad del Acto Legislativo 2 de 2011, frente al cargo examinado.  

4.
Salvamentos de voto

Los magistrados Nilson Pinilla Pinilla y Humberto Antonio Sierra Porto reiteraron su discrepancia con la ampliación del alcance de la competencia de la Corte Constitucional en el examen de los actos reformatorios de la Constitución, de manera tal que abarque los vicios de sustitución que, a su juicio, riñe con el tenor literal del artículo 241.1 de la Carta Política, el cual restringe el control únicamente a los vicios de forma y que, como lo han advertido en ocasiones anteriores, constituye en la práctica un control material de las reformas constitucionales, revestido de subjetividad, porque los elementos estructurales de la Constitución que son intangibles, se establecen por la Corte en cada caso.

